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El ocio en la legislación informativa 
1. El ocio en legislación informativa 
E l artículo 43 de la Constitución de 1978 contiene un reconocimiento ex-
preso del ocio cuya utilización adecuada ha de ser facilitada por los poderes 
públicos, según el Texto constitucional. Existe, además, otra alusión expre-
sa al ocio en el artículo 50 al atribuir a los poderes públicos la obligación de 
promover el bienestar de la Tercera edad "(...) mediante un sistema de ser-
vicios sociales que atenderán sus problemas específicos de salud, vivienda, 
cultura y ocio". 
Tanto en un caso como en el otro, el contexto en el que se inscribe el 
ocio cuya utilización ha de ser facilitada o promovida es el cultural; a conti-
nuación del artículo 43, el 44 establece la obligación de que los poderes 
públicos promuevan y tutelen el acceso a la cultura, "a la que todos tienen 
derecho". Y el propio artículo 43.3 marca también a los poderes públicos la 
obligación de fomentar diversas manifestaciones educativas tales como la 
física y deportiva y la sanitaria. En el caso del artículo 50, la conexión entre 
cultura y ocio es aún más estrecha, siendo mencionados ambos conceptos 
en yuxtaposición. 
El ambiente cultural se revela, por tanto, como el propio del empleo del 
ocio, incluso legalmente, que es lo que aquí interesa, en la medida en que 
teóricamente ya ha sido analizada su conexión. 
1.1. El tiempo del sujeto universal 
El hombre reparte su tiempo entre las obligaciones que le gravan necesa-
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1 Vid. Hoffner, J . , Manual de doctrina social cristiana, Madrid, 1974, pg. 158. 
riamente y el tiempo de descanso, lo que aplicado a la información obliga a 
centrarse en el que se denomina tiempo de ocio. 
1.1.1. El tiempo de ocio para la cultura 
En la legislación propiamente informativa, el ocio no está regulado de mo-
do expreso. Sin embargo, una parte del proceso informativo y la mayor par-
te de las actividades vinculadas a la información se realizan en momentos 
de tiempo libre, toda vez que las necesidades primeras, las actividades con-
sideradas indispensables, son satisfechas en el que hoy es denominado tiem-
po ocupado, tiempo necesario, tiempo no-libre, tiempo de trabajo. 
Ha señalado Hoffner que, si bien todo tiempo humano ha de estar bajo el 
signo de la libertad, mucho más aún el tiempo de ocio que enriquece al 
hombre, al situarlo en su mundo interior; en su propio ambiente, en la na-
turaleza; en el ámbito de las relaciones sociales, en el seno familiar; en el 
mundo sobrenatural que le es propio, conforme con su religiosidad. Es un 
tiempo libre de trabajo por una parte, y que, por ser de descanso, le fortale-
ce para usar el resto del tiempo libre l. 
1.1.1.1. En la edición 
En la medida en que la información en cualquiera de sus manifestaciones, 
mediata o inmediatamente, se convierte en instrumento de educación, o 
debe hacerlo, tiene, cuando menos, la posibilidad de cooperar en la forma-
ción cultural, personal y social, del hombre. 
La visión del legislador del empleo del tiempo de ocio ha dado lugar a la 
regulación de una parte importante de los instrumentos informativos y for-
mativos, culturales y educativos, en definitiva, de entre los cuales el cine y 
el libro son sólo dos ejemplos. 
En la ley del Libro, el legislador comienza señalando, en la Exposición de 
Motivos, que el crecimiento y el cambio social españoles precisan "(...) cada 
vez más amplia difusión de la cultura (...)" y que la adaptación del hombre 
a una sociedad dinámica ha de realizarse a través de lo que él considera un 
medio indispensable: "(...) La adquisición de los bienes culturales (...)" en-
tre los que se encuentra el libro. Así lo señala el legislador al añadir más 
adelante que "(...) Instrumento idóneo e imprescindible para la consecución 
de dichos objetivos es indudablemente el libro, en cuya manifestación con-
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creta se aunan la riqueza de lo intelectual y lo creativo con la actividad de 
importantes sectores económicos de la vida nacional (...)". 
El libro es, por tanto, también instrumento de desarrollo. Su promoción es 
"(...) fin prioritario de la política cultural del Estado (...)" y como objetivos 
inmediatos de la Ley se mencionan la creación y fomento del hábito de la 
lectura. 
La vida cultural de la sociedad se desenvuelve bajo el aspecto legal del fo-
mento. En muy pocas líneas, como son las analizadas de la Exposición de 
Motivos de la Ley del Libro, el término se repite un número considerable 
de veces y lo mismo ocurre en el contexto constitucional; la Ley no se ma-
nifiesta como instrumento dispositivo ni coercitivo, sino como medio de po-
tenciar aspectos relevantes del desarrollo y del progreso nacional, en un 
tiempo que no admite imposiciones, por ser libre. 
Lo que comienza siendo proclama de intenciones acaba por plasmarse en 
términos normativos, al regular el artículo 44 la "Promoción de la política 
cultural a través del libro". En el primer párrafo se regula la obligación esta-
tal de "(...) en su política de promoción cultural (...)", atender especialmen-
te "(...) a la difusión de los libros de autores españoles, hispanoamericanos 
o de Filipinas", preferencia que adquiere sentido, nuevamente, a la luz del 
artículo 56.1 de la Constitución, en que las naciones de la comunidad his-
tórica hispánica son objeto de atención específica. 
En el artículo 44 se plantea, por tanto, en términos de promoción, la ne-
cesidad de atender a la difusión del instrumento de cultura que es el libro 
que, por otra parte, la misma legislación informativa denomina, en la enu-
meración legal, "publicación unitaria". 
Atendiendo a la finalidad de promoción cultural a través del libro, la Ley 
adopta medidas encaminadas a dicho objetivo, tales como la promoción del 
desarrollo de bibliotecas públicas que faciliten el acceso al libro de todos los 
españoles; créditos oficiales a empresas editoriales, gráficas, de distribución 
y librería; publicidad en medios de comunicación del Estado; beneficios en 
tarifas postales y medidas de estímulo del comercio exterior. 
En un sentido más general, la Ley 29/1984, de 2 de agosto, denuncia en 
la Exposición de Motivos, los "(...) bajos índices de lectura (...)" como uno 
de los factores que se suman a la problemática económica y tecnológica vi-
vida por los medios de comunicación, que contribuyen a estancar un sector 
del desarrollo social que, en consonancia con la dinámica evolutiva de la 
sociedad, debiera avanzar aceleradamente. 
La concesión de ayudas en general, prevista por la Ley para fomentar el 
desarrollo del sector, es una de las medidas que el legislador juzgó oportu-
nas, junto con las ayudas que específicamente recibirán "(...) aquellos dia-
rios que contribuyen a difundir la imagen y cultura de España fuera del te-
rritorio nacional, (...)", entre otras. Los medios se presentan así como 
instrumentos de difusión cultural, de cultura, en definitiva. 
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1.1.1.2. En la emisión 
En el ámbito de la radiodifusión, en términos generales, la cultura y la 
educación encuentran un medio adecuado para su difusión y logro. El Esta-
tuto de la Radio y la Televisión plantea en su Exposición de Motivos la 
"(...) cooperación con el sistema educativo, (...) difusión de la cultura es-
pañola y de sus nacionales y regiones (...)" como funciones, entre otras, 
que menciona la Ley, propias de la radiodifusión y la televisión. Ambos as-
pectos, el cultural y el educativo, son regulados en términos finales en los 
primeros artículos del texto; en el artículo 1.3 se define a la radiodifusión 
como "(...) la producción y difusión de sonidos mediante emisiones radioe-
léctricas a través de ondas o mediante cables, destinadas mediata o inme-
diatamente al público en general o bien a un sector del mismo, con fines 
políticos, religiosos, culturales, educativos, artísticos, informativos, comer-
ciales, de mero recreo o publicitarios". 
Idénticos fines son empleados para definir a la televisión, a la que se con-
sidera como "(...) la producción y transmisión de imágenes y sonidos simul-
táneamente, a través de ondas o mediante cables destinados mediata o in-
mediatamente al público en general o a un sector del mismo (...)". La 
enumeración de todos ellos significa que, en primer lugar, son distintos y 
que, por tanto, una cosa es que el fin sea político y otra que sea cultural. 
Se entiende que el significado de uno y de otro es el correspondiente estric-
tamente al término. Y en esta enumeración, strictu sensu, se consideran di-
ferentes los fines culturales de los educativos, de los informativos y de los 
de mero recreo, los más estrechamente vinculados al desarrollo de cuales-
quiera actividades de tiempo libre. En segundo lugar, la enumeración de la 
cultura y de la educación, de la información y del recreo como objetivos de 
los medios de radiodifusión, en sentido amplio, es paralela a las funciones 
que tradicionalmente la doctrina ha venido atribuyendo a los medios de co-
municación social, a saber, la formación, la información y el entretenimien-
to, siendo todas ellas complementarias, indispensables y recíprocamente 
condicionadas, pues la información es formativa, la formación resulta de un 
proceso de puesta en forma y la distracción y el recreo son el resultado, en 
muchos casos, de sendos procesos de formación e información. De modo 
que, aunque distintos en sentido estricto, se complementan y pueden llegar 
a confundir en un sentido lato 2. 
En el aspecto cultural incide también uno de los principios constituciona-
les: el pluralismo del artículo 1 que, aunque en dicho artículo se refiere ex-
clusivamente al aspecto político, como ocurre también en el artículo 6, el Es-
tatuto de la Radio y la Televisión lo traslada al ámbito cultural y así, en el 
2 Vid. Sanabria Martín, F., Radiotelevisión, comunicación y cultura, Passim, Madrid, 1974. 
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artículo 4 de la mencionada Ley se señala que "(...) La actividad de los me-
dios de comunicación social del Estado se inspirará en (...) El respeto al plu-
ralismo político, religioso, social, cultural y lingüístico (...)". Este pluralismo 
se plasma, entonces, en las disposiciones normativas reguladoras de los Entes 
Públicos de Radiotelevisión de carácter autonómico. Así, en el Preámbulo de 
la Ley 5/1982, de 20 de mayo, se atribuye a los medios de comunicación so-
cial el carácter de "(...) medio fundamental de cooperación con nuestro pro-
pio sistema educativo y de fomento y difusión de la cultura vasca, teniendo 
muy presente el fomento y desarrollo del euskera, todo ello como base y fun-
damento para el adecuado desenvolvimiento de los derechos y libertades de 
los ciudadanos de esta Comunidad Autónoma". En definitiva, el Preámbulo 
condiciona la realización efectiva y justa de los derechos y libertades ciudada-
nas al desarrollo de los medios de comunicación autonómicos. Entre estos 
derechos habrán de encontrarse, por supuesto, los derechos a la información, 
a la cultura y a la educación, al ocio, todos ellos, según se ve, aunque dife-
rentes, claramente vinculados y condicionados recíprocamente. De este mo-
do, los medios y, en último término, la información que a su través se difun-
de en forma de mensaje, se convierte en condicionante de derechos de 
carácter personal y, sobre todo, social, en la medida que sus realización se 
efectúa en relación con el exterior. 
En la misma Ley de Creación del Ente Público "Radio Televisión Vasca" 
los aspectos mencionados como principios inspiradores de la regulación se 
convierten en normas obligatorias reguladas por el artículo 3.h), en el que 
se dice que "La promoción de la Cultura y lengua vasca, estableciendo a 
efectos de la utilización del euskera, los principios básicos de programación, 
teniendo presente la necesidad de equilibrio a nivel de oferta global de emi-
siones radiotelevisivas en lengua vasca en la Comunidad Autónoma (...)" es 
uno de los principios inspiradores de la actividad de los medios de comuni-
cación social cuya titularidad corresponda, de acuerdo con los términos le-
gales, a la Comunidad Autónoma. 
Por su parte, la Ley de Creación del Ente Público "Corporación Catalana 
de Radio y Televisión" dedica una Sección del Capítulo IV a regular el plu-
ralismo democrático y acceso a los servicios de la "Corporación catalana de 
radio y televisión". La Sección, compuesta por el artículo 18 únicamente, 
establece la obligación de que el Consejo de administración y el Director 
General tengan en cuenta criterios objetivos para ordenar los espacios de 
radio y televisión, de suerte que tengan acceso a ellos los grupos sociales y 
políticos más significativos. Entre los criterios que se mencionan en dicho 
artículo se encuentran "(...) la representación parlamentaria, la implanta-
ción política, sindical, social y cultural, el ámbito territorial de actuación y 
otros del mismo carácter". 
Criterios semejantes son enumerados en el artículo 17 de la Ley de Crea-
ción de la Compañía de Radio Televisión de Galicia, en una Sección, la se-
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gunda, titulada "Derecho de antena". Los criterios enumerados en este caso 
para justificar la significación de los grupos sociales y políticos que acceden 
a los espacios de radiodifusión han de ser también objetivos, "(...) como re-
presentación parlamentaria, implantación política, sindical, social, cultural y 
ámbito territorial de actuación". 
La labor de fomento es mencionada nuevamente en la Ley de Creación de 
la Entidad Pública "Radio Televisión de Valencia", cuyo artículo 2 recoge 
entre los principios que han de inspirar la actividad de los medios de comu-
nicación "(...) El respeto al pluralismo político, cultural y lingüístico, religio-
so y social" repitiendo, aunque en un orden diferente, los que habían sido 
enumerados por el Estatuto de la Radio y la Televisión, en el artículo 4. 
Anteriormente, en el Preámbulo legal, se señala como obligación constitu-
cional y estatutaria de la Generalidad valenciana "(...) fomentar el desarro-
llo de las peculiaridades del pueblo valenciano y facilitar la participación de 
todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social. Una 
contribución al cumplimiento de este mandato (...) es la presente Ley, que 
viene a profundizar en nuestro concepto de autogobierno, posibilitando una 
antigua y renovada aspiración del pueblo valenciano: la de expresarse y co-
municarse en su propia lengua, para lo cual los medios de comunicación de 
carácter público constituyen el soporte idóneo además de la evidencia irre-
prochable de nuestra voluntad política". 
Queda patente, por tanto, que el desarrollo de canales autonómicos de ra-
dio y televisión es una legítima aspiración de los pueblos de España que 
puede, si no inscribirse, al menos sí relacionarse con los principios constitu-
cionales que garantizan el pluralismo y la diversidad cultural española, uno 
de cuyos elementos más estimados son las lenguas, a las que, justamente, 
hace referencia el artículo 20.3 de la Constitución con relación al acceso a 
los medios de comunicación social dependientes del Estado o de cualquier 
ente público "(...) de los grupos sociales y políticos significativos, respetan-
do el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España", refor-
zando así el criterio que se establece en el artículo 3.3 del Texto constitu-
cional, según el cual "La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de 
España es un patrimonio cultural que será objeto de especial respeto y pro-
tección". 
Los medios de comunicación se convierten en instrumentos idóneos de fo-
mento de la diversidad cultural del país. Por este motivo, implícitamente, 
han de entenderse aludidos por el artículo 149.2 de la Constitución, en 
donde se dice que "(...) Sin perjuicio de las competencias que podrán asu-
mir las Comunidades Autónomas, el Estado considerará el servicio de la 
cultura como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación cultu-
ral entre las Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas". Por tanto, el 
Estado parece reservarse para sí una función de coordinación en el inter-
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cambio cultural entre las Comunidades que, como todo intercambio, viene 
a ser una forma de comunicación social su ámbito propio. 
Referencias semejantes a las anteriores se encuentran en la Ley de Crea-
ción del Ente Público "Radio Televisión Madrid", en donde, por una parte, 
se hace referencia al pluralismo cultural, como principio inspirador de la 
programación en el artículo 13.d) y, por otra, se menciona como criterios 
selectivos de los grupos significativos con posibilidades de acceso a los me-
dios por tanto, el grado de implantación cultural, entre otros criterios obje-
tivos que menciona el articulólo, repitiendo la enumeración contenida en 
el texto legal regulador del Ente Público "Corporación Catalana de Radio y 
Televisión". 
De modo que el pluralismo constitucional ha encontrado un campo de de-
sarrollo trascendente en los medios de comunicación social al garantizar és-
tos a través de la intercomunicación el conocimiento mutuo, básico para el 
fortalecimiento de la unión entre las Comunidades del Estado. El aspecto 
cultural de la información, su carácter formativo no utilitarista se desen-
vuelve fundamentalmente en el que ha sido denominado tiempo de ocio o, 
por lo menos, en el tiempo libre, si se está haciendo referencia a un tiempo 
que tiene lugar fuera del dedicado a actividades de carácter obligatorio y 
que, por la actitud del sujeto, o por circunstancias ajenas a él, no es tiempo 
de formación, como ocurre cuando el receptor de información no emplea 
porque no puede, no sabe, o no le permiten, directa o indirectamente, la 
aplicación de su criterio en el análisis de los contenidos difundidos, dando 
lugar así a la formación, o mejor habría que decir, deformación de personas 
sin discreción. 
La adecuada utilización del ocio a que hace referencia el artículo 43 de la 
Constitución española, pasa precisamente por el empleo de tiempo desocu-
pado en actividades de carácter formativo y, por tanto, educativas. Tam-
bién la educación se encuentra protegida constitucionalmente, en el artículo 
27.1, en donde se reconoce de modo expreso el derecho de todos a la edu-
cación, cuyo objetivo, en términos legales, habrá de ser "(...) el pleno desa-
rrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios democráticos 
de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales". De modo que 
en el marco de democrática convivencia y siempre que los derechos y liber-
tades reconocidos en la Sección I del Título I de la Constitución queden 
respetados, el desarrollo íntegro de la persona humana es no sólo un dere-
cho, sino una obligación para los poderes públicos, reconocida en el párrafo 
5 del mismo artículo, que habrá de incluir también el aspecto lúdico, en la 
medida en que éste forma parte, o ha de formarla, de una educación com-
pleta, de una formación integral de la persona humana. 
La educación de la persona comienza en la infancia y no conoce término 
final. Es un continuo reciclar los conocimientos y adquirir otros nuevos. Es-
ta formación abarca todo el tiempo humano existencial, tanto el ocupado 
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como el libre, que sólo, según se sostiene, puede ser llamado tiempo ocioso 
cuando está efectivamente dirigido a la formación, a la educación de crite-
rios que permitan discernir los atributos que cualifican a los diferentes bie-
nes. 
Los derechos a la educación y a la cultura han sido ampliamente reconoci-
dos a nivel internacional. La Declaración Universal de Derechos Humanos, 
en el artículo 27, señala que "Toda persona tiene el derecho de tomar par-
te, libremente, en la vida cultural de la comunidad, a disfrutar de las artes 
(...)"• 
Aunque, como señala Gorostiaga, el derecho a la cultura no es uno de los 
considerados fundamentales en la Constitución de 1978, por no estar reco-
gido en el capítulo II del Título I, si se entiende que la cultura facilita la 
subsistencia y favorece el progreso, habrá que considerar que este derecho 
es una síntesis de otros que sí se encuentran regulados en el mencionado 
Capítulo constitucional y que, por lo tanto, tienen la consideración de fun-
damentales, a saber, el derecho a la educación, a la información, e t c . . 3 
El derecho constitucional a la educación, por ejemplo, del artículo 27.1, es 
temporalmente ilimitado, y su inclusión en el Capítulo II lo convierte en 
determinante del bien común, al estar en el contexto de aquellos derechos 
y libertades considerados esenciales para el desarrollo y el mantenimiento 
de la estabilidad social4. 
La protección constitucional del derecho a la "producción y creación lite-
raria, artística, científica y técnica" cuya adecuada ubicación es discutible, 
en el marco del derecho a la información, parece ser en cierto modo una 
alusión a algunos de los bienes que en su día llegan a integrarse en el patri-
monio cultural de un país. En la legislación propiamente informativa, las 
obras científicas, literarias o artísticas susceptibles de ser compuestas, repro-
ducidas, impresas o encuadernadas, a cambio de un precio que abona el 
editor, son el objeto de un contrato de impresión editorial, regulado por el 
artículo 32 de la Ley del Libro. 
En el ámbito de la radiodifusión, los fines culturales o educativos han sido 
observados por el legislador con relación a la concesión de emisoras, en el 
artículo 7 del Real Decreto 1433/1979, de 8 de junio, en donde textual-
mente se dice que "El Gobierno (...) podrá otorgar concesiones de emisoras 
educativas y culturales en favor de las Instituciones o Entidades públicas o 
privadas legalmente constituidas que, sin fines lucrativos, ostenten la nacio-
nalidad española y tengan en su domicilio social en España, siempre que 
por la Memoria, presupuesto asignado y proyecto técnico que acompañen a 
la solicitud, en el que deben precisarse el área geográfica que se pretende 
3 Vid. Gorostiaga, E., Información, derechos humanos y Constitución, Madrid, 1981, pg. 59. 
4 Ibid., pg. 63. 
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cubrir, se pongan de manifiesto los altos fines educativos y culturales atri-
buidos a esta clase de emisoras radiofónicas. Estas emisoras institucionales, 
de carácter educativo y cultural, sólo podrán tener ámbito local". En el 
apartado 4 del mismo artículo vuelve a hacerse referencia, nuevamente, a 
los "(...) altos fines educativos y culturales (...)" atribuidos a los programas 
de emisoras que pretenden obtener la renovación de su concesión. 
En la exposición de Motivos de la Orden de 28 de agosto de 1980, que 
desarrolla el anterior Real Decreto, continuando con la tónica de esta dis-
posición, se plantea como objetivo de la ejecución del Plan Técnico Transi-
torio del Servicio Público de Radiodifusión Sonora en Ondas Métricas con 
Modulación de Frecuencia "(...) promover el interés de la audiencia por la 
radio aumentando la oferta y la variedad de la programación en el orden 
educativo, científico y cultural, mediante la concesión de emisoras institu-
cionales especialmente destinadas a dicha finalidad (...)". Precisamente, el 
artículo 2 de dicha Orden efectúa una clasificación de las "(...) emisoras en 
ondas métricas con modulación de frecuencia no explotadas por el Estado a 
través de RTVE (...)" en institucionales y comerciales, citando entre las pri-
meras las educativas y las culturales, para pasar a definir en el siguiente 
apartado a las emisoras institucionales como las que tienen por finalidad 
"(...) la promoción de la educación, la ciencia y la cultura a través de pro-
gramas específicos sin soporte publicitario de ninguna clase". El legislador 
considera, por lo tanto, de primera importancia la atención a aspectos cul-
turales en un sentido general, como determinante del incremento de la au-
diencia, de la aproximación del público receptor a los medios de comunica-
ción. Y considera también que los medios de comunicación, centrados en 
este caso en la radiodifusión en sentido estricto, son vías adecuadas para la 
difusión de la cultura y, por tanto, que pueden y deben tener un carácter 
formativo. 
Lo cierto es que el ejercicio de este derecho a la cultura, que no sólo es 
reconocido constitucionalmente, sino también en el ámbito internacional, 
depende de que exista ocio suficiente para que el sujeto universal se aproxi-
me a los medios de una forma activa. 
Las posibilidades culturales y educativas de los medios de comunicación 
han sido objeto de estudio también en el seno de la Comunidad Europea, 
en donde la Propuesta de Directiva del Consejo sobre la Coordinación de 
Disposiciones de los Estados Miembros, Relativas al Ejercicio de Actividades 
de Radiodifusión, reconoce en el considerando tercero que "(...) las emisio-
nes de radiodifusión a través de las fronteras dentro de la Comunidad, en 
especial por satélite y por cable, son uno de los principales instrumentos pa-
ra promover los anteriores objetivos de la Comunidad, que al mismo tiem-
po son de carácter político, económico y social, cultural y legal (...)". 
El reconocimiento de la radiodifusión como instrumento de promoción 
cultural en el ámbito comunitario es determinante a la hora de regular el 
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tiempo de antena dedicado a la publicidad. Y así, el artículo 5 de la Pro-
puesta de Directiva señala que el tiempo dedicado a la emisión de publici-
dad no podrá alterar "(...) la función de información, de educación, de cul-
tura y de diversión de la radio y la televisión (...)". Por consiguiente, la 
Propuesta considera, si no de mayor, al menos de tanta importancia, los in-
tereses culturales y económicos. Así parece corroborarlo el considerando dé-
cimo, en el que se señala que el Tratado "(...) no excluye de su campo de 
aplicación ningún servicio de esta naturaleza por su carácter especial y, en 
particular, por sus aspectos e implicaciones culturales, pero prevé la liberali-
zación y la libre circulación de todos los servicios prestados normalmente a 
cambio de una remuneración, que son por lo tanto considerados por el 
Tratado, sin perjuicio de su contenido cultural o social, como actividades 
económicas cuyo desarrollo armonioso es uno de los objetivos de la Comu-
nidad". 
Sentada, pues, por la Propuesta de Directiva la necesidad de equiparar los 
intereses culturales y económicos en el seno de la Comunidad la coordina-
ción de las disposiciones de los Estados miembros se plantea como requisito 
imprescindible para "(...) facilitar a las personas e industrias productoras de 
programas con objetivos culturales, el acceso a sus actividades y el ejercicio 
de éstas (...)" destacando, además, que "(...) la vulnerabilidad de las indus-
trias culturales europeas (...)" está motivada por el "(...) fraccionamiento de 
los sistemas de producción y distribución, y que es necesario por lo tanto 
promover mercados de una dimensión suficiente para que las producciones 
de televisión en los Estados miembros puedan amortizar las inversiones ne-
cesarias, no únicamente estableciendo normas comunes que abran los mer-
cados nacionales, sino también ofreciendo a las producciones de la Comu-
nidad de cualquier clase una parte adecuada en los programas de televisión 
de todos los Estados miembros, lo que permitirá, al mismo tiempo, promo-
ver la presencia de otras culturas europeas en los programas de televisión de 
cada Estado miembro". 
De este modo se observa, como se repite, en el ámbito comunitario lo que 
a nivel nacional había previsto el artículo 149.2 de la Constitución española 
en 1978: que el conocimiento de las Comunidades Autónomas, o Europea, 
en cada caso ha de pasar por el intercambio de bienes de carácter cultural y 
que dicho intercambio encuentra un medio adecuado en la radiodifusión, 
en sentido amplio, y en los medios de comunicación social, en términos ge-
nerales, por las posibilidades temporales y espaciales que contienen, que les 
caracterizan. 
1.1.1.3. En la exhibición 
Pero el panorama de los medios no quedaría completo sin aludir a la cine-
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matografía como factor de cultura, que con mayor fuerza aún pone de ma-
nifiesto la necesidad de gozar de un tiempo libre, de ocio, que dedicarle 
porque, en ese caso, de modo parecido pero más intenso aún, a lo que ocu-
rre en la televisión, el sonido y las imágenes requieren la completa atención 
del receptor y le impiden desarrollar otras actividades simultáneamente. Por 
tanto, el cine requiere la existencia de un tiempo de ocio que destinarle. 
En efecto, el legislador español ha visto a la cinematografía como "(...) un 
componente básico de la actividad cultural (...)" según se comienza seña-
lando en la Exposición de Motivos del Real Decreto 3071/1977, de 11 de 
noviembre, por el que se regulan Determinadas Actividades Cinematográfi-
cas. Sobre la base de esta afirmación se justifica la decisión de "(...) afron-
tar una nueva etapa con medidas que pongan fin al sistema de protección 
del pasado, mediante una decidida orientación de la ayuda estatal al cine de 
calidad y una adecuación general de la política de fomento de la cinemato-
grafía a la realidad actual y a su cometido cultural, bien de difusión o de 
creación". 
Ya anteriormente, con relación a los medios que se editan primero, y a los 
que se emiten después, se vio como el aspecto cultural de los medios de co-
municación parecía centrarse sobre todo en la finalidad de fomento de la 
legislación. Es decir, por considerarla el legislador necesaria ha arbitrado 
medidas encaminadas a su potenciación. Pues lo que entonces se observaba 
con relación a aquellos medios se repite con relación a la cinematografía, 
que ha sido históricamente más desatendida. 
De medidas de fomento, por ejemplo, trata el Capítulo VII y último del 
Decreto 195/1967, de 19 de enero, que aprobó el Estatuto de Publicaciones 
Infantiles y Juveniles, en el que se plantean el derecho a la obtención de 
beneficios otorgados con carácter general por la Ley de Prensa de 1966, así 
como el derecho a la promoción del perfeccionamiento de las publicaciones 
en cuestión, a través de medidas de fomento adecuadas, entre las que, en el 
artículo 17 se mencionan "(...) la concesión de diplomas, premios, subven-
ciones en metálico o distinciones honoríficas para las empresas, publicacio-
nes, directores y autores que, por sus méritos, calidad e importancia de su 
labor se hagan acreedores a ello". 
Volviendo, por tanto, a la regulación cinematográfica, el legislador resalta 
el propósito de poner fin a una política proteccionista fomentando, a través 
de las medidas oportunamente arbitradas al efecto, que podrían ir, de 
acuerdo con el texto legal anterior, desde diplomas, premios, subvenciones 
en metálico hasta distinciones honoríficas, un cine de calidad, competitivo a 
nivel internacional, con el fin de incrementar los niveles de producción, así 
como la difusión fuera de las fronteras nacionales de las obras cinematográ-
ficas. 
En la actualidad, estas medidas se encuentran reguladas por el Real Decre-
to 3304/1983, de 28 de diciembre, sobre protección a la cinematografía es-
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pañola, en cuya Exposición de Motivos se señala que el ámbito de dicha 
disposición normativa "(...) está constituido por las tradicionales mediadas 
de fomento de la cinematografía, es decir, medidas de ayuda a la financia-
ción de películas, subvenciones y cuotas de distribución y de pantalla". 
El Real Decreto regulador de actividades cinematográficas define en el ar-
tículo 8 las que pueden considerarse "manifestaciones cinematográficas" 
que, de acuerdo con los términos legales, "Sólo se considerarán (...) los fes-
tivales, certámenes, semanas y muestras y, en general, toda celebración si-
milar que tenga por objeto primordial la proyección de películas durante 
tiempo limitado, en lugares y sesiones determinadas, con carácter cultural o 
divulgatorio, y sin fines lucrativos, que hayan sido autorizadas por la Direc-
ción General de Cinematografía, y con esa denominación". El lado tempo-
ral de la cinematografía es doblemente resaltado por la definición; de modo 
expreso, al hacer referencia a la duración limitada del festival, del certa-
men, de la semana o de la muestra, a lo largo de la cual se concentran un 
número concreto de piezas que son proyectadas dentro de los horarios 
preestablecidos y en los lugares oportunamente señalados. De modo implíci-
to, el carácter cultural de la manifestación cinematográfica recuerda que su 
desenvolvimiento ha de efectuarse dentro del tiempo considerado sociológi-
camente libre, porque el éxito de la manifestación suele medirse no sólo 
con parámetros cualitativos, en este caso las cifras indicativas del público 
que ha asistido a su exhibición, que serán más elevadas cuando las circuns-
tancias temporales, sobre todo, sean oportunas, es decir, cuando se efec-
túen las proyecciones en horarios y en jornadas ubicables dentro del tiempo 
libre. 
El interés cultural de las películas tiene una clara trascendencia legal al 
servir, por un lado, para justificar una legislación moderna y ajustada a la 
realidad actual. Así, además del Real Decreto anteriormente mencionado, 
la Ley 3/1980, de 10 de enero, de Regulación de Cuotas de pantalla y Dis-
tribución Cinematográfica comienza señalando en la Exposición de Motivos 
que la cinematografía española "(...) es una industria de gran interés cultu-
ral necesitada de medidas de protección y de fomento". Dicho interés cul-
tural se plasma en medidas de efectivo fomento que vienen a "(...) afianzar 
la industria del cine y hacer propicias las circunstancias para la producción 
de películas de calidad (...)" que cuentan con antecedentes tanto en la le-
gislación española como en la del área cultural a que pertenece el país. 
Por otra parte, el interés cultural a que se alude permite catalogar ciertas 
actividades sociales como "manifestaciones cinematográficas", según se ha 
visto. 
Además es también un elemento que, a los ojos de la Administración, res-
ta importancia al hecho, legalmente previsto, de que la película haya sido 
elaborada "(...) con material de archivo en un porcentaje superior al 50% 
de su duración (...)" o de que, en idéntico porcentaje "(...) se limiten a re-
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producir espectáculos, entrevistas, encuestas, reportajes y acontecimientos 
de actualidad (...)", pudiendo, a pesar de ello, se declaradas merecedoras de 
protección. 
Este mismo interés cultural a que se alude o el carácter experimental del 
lenguaje cinematográfico permiten la calificación de la obra cinematográfica 
como "de arte y ensayo", de acuerdo con el artículo 7 de la Ley 1/1982, de 
24 de febrero, por la que se regulan las Salas Especiales de Exhibición Ci-
nematográfica, la Filmoteca Española y las Tarifas de las Tasas por Licencia 
de Doblaje y con el Real Decreto 1067/1983, de 27 de abril, por el que se 
desarrolla el Título primero de dicha Ley, cuyo artículo 1 señala que "Las 
películas de nacionalidad española o extranjera, estas últimas en versión 
original, subtituladas o no, que, a juicio del Ministerio de Cultura, a solici-
tud de los interesados y previo informe de la Comisión de Calificación re-
vistan interés cultural o signifiquen una experimentación en el lenguaje ci-
nematográfico, serán calificadas como de "arte y ensayo"." 
Tal calificación es la base de un régimen legal específico, relativo tanto a 
las películas como a las salas destinadas a la proyección de películas de "arte 
y ensayo", contenido en los Capítulos primero y segundo del mencionado 
Real Decreto. 
Por otra parte, la reunión y catalogación del material y documentación ci-
nematográficos, como funciones de la Filmoteca Española, se encuentran 
justificadas cuando la conservación "(...) sea conveniente desde un punto 
de vista cultural o histórico", de acuerdo con el artículo 12.f) de la Ley 
1/1982, de 24 de febrero, circunstancia que justifica, además, la obtención 
de copia de las "(...) películas extranjeras en versión española y especial-
mente las calificaciones como de "arte y ensayo"." 
Ha quedado de manifiesto, por tanto, que los medios de comunicación 
tienen una trascendencia cultural y que la aproximación del sujeto universal 
a los mismos se produce en el tiempo libre, en el que aquéllos pueden con-
vertirse, como es de esperar, en oportunos instrumentos de formación. 
1.1.2. El tiempo de ocio para la formación 
En efecto, la formación está presente en la legislación informativa y, fuera 
de ella, una amplia parte de la legislación laboral prevé la efectiva realiza-
ción de contratos encaminados a la formación del trabajador o la concesión 
de un número de horas determinado, así como la organización de activida-
des encaminadas, también, a la preparación, a la habilitación técnica del 
trabajador. 
En el caso del informador, por ejemplo, la formación es un deber que le 
grava respecto a sí mismo y con relación al sujeto universal que le confía la 
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misión de investigar aquellos acontecimientos cuya trascendencia social les 
dota de interés colectivo. 
El derecho del trabajador a la "promoción y formación profesional en el 
trabajo", reconocido en el artículo 4.2.b) del Estatuto de los Trabajadores 
responde al mandato constitucional del artículo 35.1 y en el ámbito infor-
mativo es recogido por la Reglamentación Nacional del Trabajo en Prensa. 
El artículo 5 de esta disposición señala que la organización del trabajo no 
puede perjudicar "(...) la formación profesional que el personal tiene el de-
recho y el deber de completar y perfeccionar con la práctica diaria (...)". 
De la trascendencia que el legislador atribuye a la formación habla el hecho 
de que un Capítulo, el cuarto, se ocupe precisamente de la regulación "Del 
aprendizaje y la formación profesional", resultando ser la del aprendiz una 
figura jurídica de marcada temporalidad, no sólo por la exigencia de una 
edad mínima de ingreso en tal categoría, sino también por la duración legal 
del aprendizaje (artículos 31 y 32). 
También se ocupa de la formación profesional la Ordenanza Laboral de 
Trabajo para Radiotelevisión Española, al señalar el artículo 34 de la misma 
que "Constituye objetivo primordial >de RTVE, y de cuantos ostentan en 
ella cargos de jefatura, atender a la formación y perfeccionamiento profesio-
nal de su personal", cuyos objetivos se encuentran regulados en el mismo 
artículo dirigiéndose, en primer lugar, a la adaptación del trabajador a su 
puesto de trabajo, a la actualización de sus conocimientos, a la especializa-
ción, a la capacitación, en términos amplios, al desarrollo de la personali-
dad y a la participación. 
La regulación legal de la promoción laboral en el Estatuto de los Trabaja-
dores implica el reconocimiento del derecho del trabajador a disfrutar de los 
permisos necesarios para concurrir a exámenes, del derecho a una preferen-
cia en la elección del turno de trabajo cuando esté cursando estudios acadé-
micos o profesionales, si el trabajo es por turnos, y la adaptación de la jor-
nada de trabajo o concesión de permisos para asistir a los mencionados 
cursos de formación o de perfeccionamiento profesional (artículo 22). La 
formación profesional no es, sin embargo, una innovación legal. La Ley de 
Contrato de Trabajo, vigente hasta la promulgación del Estatuto de los 
Trabajadores, preveía en el artículo 75, entre las obligaciones del empresa-
rio, la de dar al trabajador una ocupación efectiva "(...) cuando el no dárse-
la perjudicase considerablemente su formación o perfeccionamiento profe-
sional". 
La formación del trabajador, en este caso del informador, por lo que pue-
de interesar al presente trabajo, es requisito sine qua non de la formación 
del público receptor. El informador transmite en sus mensajes no sólo unos 
conocimientos adquiridos con relación a un acontecimiento específico de 
cuya puesta en forma es responsable, sino también su experiencia personal y 
una interpretación ajustada a sus parámetros formativos. 
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La formación personal del trabajador no siempre ocupa su tiempo de ocio. 
La propia Ordenanza del Trabajo para Radiotelevisión Española prevé que 
tal formación se imparta, en unos casos, dentro de la jornada laboral y, en 
otros, fuera de la misma, lo que todavía no sitúa al trabajador, al informador 
en este caso, en un tiempo de ocio. Es decir, el mismo desarrollo de activida-
des supuestamente formativas puede ser una excusa destinada a restar tiempo 
de descanso al trabajador o a impedir que su tiempo libre se convierta en 
ocio. Y no serían pocos los ejemplos que podrían citarse de empresas privadas 
y de entidades estatales o paraestatales que actúan de esta forma. De modo 
que la formación del informador puede tener lugar tanto dentro de la jorna-
da laboral como fuera de ella, con la peculiaridad de que en el primer caso 
"La asistencia del personal será obligatoria (...)" (artículo 35 de la Ordenanza 
para Radiotelevisión Española). Se aventura, de esta forma, la trascendencia 
temporal de las actividades fotmativas que se completa con la previsión legal 
de que los turnos de trabajo se ajusten a los horarios de formación académi-
ca, aunque sólo para aquellos casos en que exista una evidente incompatibili-
dad entre unos y otros, y siempre que el sistema de turnos sea susceptible de 
ser empleado en la empresa de que se trate que, en el caso de la prensa, sí es 
posible, de acuerdo con el artículo 1 de la Orden del 24 de septiembre de 
1968, que pone en manos del Director el "(...) establecimiento de tareas, 
secciones, turnos, suplencias, horarios-base, y, en general, la organización 
práctica del trabajo en la Redacción (...)". 
La formación da nombre a una modalidad contractual laboral cuando su 
finalidad es "(...) la adquisición de conocimientos teóricos y prácticos que 
les permiten desempeñar un puesto de trabajo (...)" a las personas entre 
dieciséis y veinte años, en general, a menos que el trabajador sea minusváli-
do, en cuyo caso el límite máximo de edad será inaplicable. El artículo 11.2 
del Estatuto de los Trabajadores prevé la concertación o alternancia del 
tiempo de enseñanza con el de trabajo efectivo en la empresa, señalando 
que el tiempo global correspondiente a la formación no podrá ser "(...) in-
ferior a un cuarto ni superior a un medio del convenido en el contrato". 
La previsión laboral puede llevarse al ámbito informativo de suerte que es 
posible concebir en el ámbito de las empresas periodísticas, editoriales o ci-
nematográficas, por mencionar algunos ejemplos concretos, la posibilidad de 
la firma de un contrato de formación profesional sin más que atenerse a las 
normas legales que tienen carácter sobre todo temporal, al referirse por una 
parte, como acaba de señalarse, a la edad durante la cual el trabajador pue-
de ser sujeto de un contrato de formación profesional y, por otra, a la dura-
ción relativa del tiempo de enseñanza. 
Aunque la formación del profesional de la información se entiende consti-
tucionalmente protegida bajo la expresión del artículo 35 de la Constitu-
ción, que reconoce en el primer párrafo, entre otros, el derecho a la promo-
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ción a través del trabajo, no es esta formación la única relevante en el 
ámbito informativo. 
La formación del público receptor late detrás de la regulación de la edi-
ción de manifestaciones editoriales de carácter didáctico, de la Ley del Libro 
(artículo 31.2), llegando a caracterizar una modalidad contractual de edi-
ción; el artículo 25.2 de dicha Ley regula el contrato de edición de obras de 
carácter didáctico, respecto al cual dice que "(...) el editor salvo pacto en 
contrario, podrá publicar la obra contratada sin limitación del número de 
ejemplares; en este último supuesto el precio consistirá necesariamente en 
un porcentaje sobre el de venta, no inferior al que reglamentariamente se 
determine (...)" para pasar a continuación a regular las causas de extinción 
del mencionado contrato. 
La formación del informador y del sujeto universal, a su través, crítica-
mente, es una garantía del desarrollo integral de la personalidad humana. 
Cuando esta formación tiene lugar respecto y en el ámbito concreto de los 
medios de comunicación, se desenvuelve sobre todo en el tiempo libre de 
ocupaciones forzosas, tiempo en que se ha de ser suficientemente amplio 
como para que, por una parte, tenga lugar el proceso de información, es 
decir, de búsqueda, difusión y recepción de conocimientos y, por otro, el 
proceso formativo que requiere, no sólo la actitud más o menos pasiva de la 
recepción, sino la activa de la selección del medio y el análisis del mensaje. 
